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ACCIÓN EJECUTIVA / COBRO DE EXPENSAS COMUNES EN PROPIEDAD HORIZONTAL / NO PUEDE LIBRARSE MANDAMIENTO EJECUTIVO SI EXISTE INCERTIDUMBRE SOBRE LO QUE SE EJECUTA. “[L]as excepciones de la demandada vienen cimentadas, fundamentalmente, en dos cosas: la primera, que no hay claridad sobre el coeficiente de copropiedad utilizado para la cuantificación de la cuota; y la segunda, que tales expensas, y más concretamente su incremento, carecen de soporte en las actas de asamblea de copropietarios, desde el año 2000 a esta época. (…) [E]l ejecutado discrepa de la suma que se le cobra y señala que no hay un soporte en las actas que diga cuándo fueron aprobadas las expensas ordinarias, cómo y cuándo se pagarían, ni cómo se incrementarían, esto es, con qué periodicidad y porcentaje, resulta indiscutible que la obligación que ahora se demanda se aparta de uno de los requisitos que señalaba el artículo 488 del C. de P. Civil, vigente al tiempo de promoción del libelo, que es la claridad, entendido en el sentido de que debe ser tal que esté libre de confusión o que sea inequívoca; no puede, por tanto, haber incertidumbre sobre lo que se ejecuta, menos aún tratándose de una suma de dinero que, como en el caso de ahora, debe entenderse que por el transcurso del tiempo (1986 a 2011) debe haberse ido incrementando periódicamente, cuestión que debe ser ajena al arbitrio del administrador de una propiedad horizontal, si bien tiene que aparecer diáfana en las actas de las asambleas de copropietarios, autorizados para ese tipo de modificaciones. (…) [C]omo lo discute la ejecutada, nadie en la dirección de la propiedad horizontal tiene siquiera claro cuál es el coeficiente que se aplica para cobrar las expensas comunes y, por tanto, tampoco puede haber claridad en el valor de las cuotas atrasadas que a la demandante se le cobran en esta oportunidad. Viene, como corolario, que no se tiene certeza del monto original de las cuotas, ni de sus incrementos, ni del porcentaje sobre el cuál se están certificando las que se le reclaman a Gloria Andrea Patiño quien, valga reconocerlo, ha intentado fórmulas de arreglo que no han sido escuchadas. Por esa razón, contrario a lo que dedujo la funcionaria de primer grado, estima la Sala que ella cumplió con la carga de desvirtuar la presunción que se desprende de los documentos adosados como recaudo ejecutivo, pues no tienen un soporte claro del cual penda la validez del monto que se le imputa como adeudado.”.
Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-929 de 2007.
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Acta Nº 591 de diciembre 14 de 2016
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la demandada en este proceso ejecutivo iniciado por el Centro Comercial y Cultural de Pereira Fiducentro P.H. frente a Gloria Andrea Patiño Salazar, contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, el 28 de enero de 2014. 

1. ANTECEDENTES  
El Centro Comercial y Cultural de Pereira Fiducentro P.H., demandó a Gloria Andrea Patiño Salazar, en calidad de propietaria de los locales A-308, A-309, B-001, B-002,
B-307, B-309, C-303, CD-302, CD-303, D-301, D-303, D-304, DP-01, DP-15, DP-16, E- 304, E-308, E-309, G-003, G-004, G-005, G-007, G-013, H-005, H-006, H-007, H-008, H-013, H-014, H-015, H-016, H-017, PA-301, PF-302 y PP-311, ubicados en el Centro Comercial y Cultural de Pereira -Fiducentro P.H.-, de esta ciudad, con el fin de que se le ordenara pagar las cuotas ordinarias de administración causadas entre febrero de 2010 y septiembre de 2011, respecto de cada uno de ellos, por los valores certificados por la administradora y la contadora (f. 7 a 41), que al momento de la demanda sumaban $89’178.656,oo, junto con los intereses de mora; igualmente, las cuotas causadas durante el trámite con sus respectivos intereses, y las costas del proceso. 
Se adujo que mediante escritura pública 2430 del 5 de junio de 1986, modificada por la escritura pública 5820 del 6 de octubre de 1993, se protocolizó el reglamento de propiedad de Fiducentro; y que la demandada adeuda las cuotas ordinarias entre las fechas señaladas, y por los locales referenciados, 
El 2 de diciembre de 2011 se libró el mandamiento ejecutivo en la forma reclamada y se dispuso correr traslado a la demandada. Notificada el 14 de enero de 2013, por medio de apoderado se pronunció sobre los hechos y dijo que la escritura pública 2430 de 1986 fue reformada por la escritura 5820 del 6 de octubre de 1993, que en realidad pretendía someter a la propiedad a los términos de la Ley 16 de 1985; pero también por la escritura 3117 de 1986, que modificó los coeficientes de propiedad. Luego, con la escritura 323 de 2003, se intentó ajustar a entidad a los requerimientos de la Ley 675 de 2001, pero fue declarada nula por parte del Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, por lo que quedó en un limbo que aún persiste, porque en las actas de asambleas se citan coeficientes de la última escritura, pero se demanda con fundamento en la escritura 2340. Es decir que el reglamento en el que se fundamenta la demanda está derogado. Además, aunque es cierto que debe las cuotas de administración, la certificación expedida por la administración carece de veracidad, ya que no hay claridad en el coeficiente de participación aplicado para el cobro, en vista de las diferentes reformas que dejaron de aportarse con la demanda. Agregó que el título en estos casos es complejo, pues son las actas de la asamblea las que contienen el acuerdo sobre el valor de las expensas comunes y ellas son la base para la certificación; adicionalmente dijo que propuso varias propuestas de arreglo, mas la demandante nunca las ha tenido en cuenta. 

Con apoyo en estas circunstancias propuso las excepciones que nominó inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido, de las cuales se dio traslado a la ejecutante, que se opuso a ellas, porque ante la anunciada nulidad, el reglamento actual está contenido en la escritura pública 2430 de 1986, modificada por la escritura 3117 de ese mismo año, en las que están determinados los coeficientes; por otro lado, el título ejecutivo está específicamente señalado en el artículo 48 de la Ley 675 de 2001 y es la certificación que aquí se aportó; además, la nulidad de la escritura pública 323 del 6 de febrero de 2003, no implicó, porque así lo dijo el Juzgado en la sentencia respectiva, la de los actos y contratos que se hubieran efectuado por la propiedad horizontal. 

Surtido el trámite sobrevino el fallo que dispuso seguir adelante la ejecución. Para ello, señaló la funcionaria que (i) se aportó el título ejecutivo en los términos del artículo 48 de la Ley 675 de 2001, en armonía con el artículo 488 del C. de P. Civil; (ii) las expensas comunes se fijan de acuerdo con el coeficiente de copropiedad y las normas del reglamento de propiedad horizontal; (iii) en este caso, tales expensas se señalaron en la escritura pública 2430 de 1986, modificada por la escritura pública 3117 de ese mismo año, pero solo en relación con 23 locales; (iv) la demandada no demostró que el certificado expedido para esta ejecución proviniera de un coeficiente de propiedad superior al que aparece en dicho reglamento; y (v) no puede servir de excusa para abstenerse de pagar, la nulidad de la escritura pública 323 de febrero 6 de 2003. 
Apeló la ejecutada que, en apretada síntesis de su extenso escrito, insiste en que no es su intención desconocer que debe cuotas de administración, pero en su cobro hay falencias, porque falta claridad sobre cuáles coeficientes son los aplicables para cobrar las expensas comunes, el reglamento que los contiene y los incrementos aplicados a las cuotas anualmente no están contenidos en las actas de asambleas de copropietarios que son los documentos que reflejan esa voluntad; al citar a asamblea se hace de acuerdo con los coeficientes de que trata la escritura 3117, pero el cobro se efectúa con los que contiene la escritura 2430, entre las cuales hay diferencias; y en las actas de asambleas de copropietarios desde el año 2000, no se acordó incremento alguno de las cuotas. 
2. CONSIDERACIONES

2.1. Los presupuestos procesales se cumplen cabalmente; no se advierte irregularidad alguna que pueda hacer írrito lo actuado. La legitimación en la causa tampoco admite discusión; por activa, porque es la persona jurídica que demanda el pago de las expensas ordinarias respecto de bienes que conforman el centro comercial; y por pasiva, Gloria Andrea Patiño Salazar, propietaria de varios locales allí ubicados. 
2.2. La demanda tuvo como propósito que se librara mandamiento ejecutivo, y se siguiera luego la ejecución, contra la señora Patiño Salazar, en su calidad de propietaria de los locales A-308, A-309, B-001, B-002,
B-307, B-309, C-303, CD-302, CD-303, D-301, D-303, D-304, DP-01, DP-15, DP-16, E- 304, E-308, E-309, G-003, G-004, G-005, G-007, G-013, H-005, H-006, H-007, H-008, H-013, H-014, H-015, H-016, H-017, PA-301, PF-302 y PP-311, ubicados en el Centro Comercial y Cultural de Pereira -Fiducentro P.H.-, respecto de los cuales ha incumplido el pago de las expensas comunes. Así se ordenó en la sentencia que se revisa. 
2.3. El problema a resolver es, en consecuencia, si el título ejecutivo allegado es suficiente para ese cometido, o si, como aduce la recurrente, la incertidumbre sobre los coeficientes con apoyo en los cuales se cobra y la inexistencia en las actas de acuerdos sobre el incremento de las cuotas, tornan inexistente la obligación. 
2.4. Para comenzar, se recordará que en un importante avance en lo que a los procesos ejecutivos derivados del cobro de expensas comunes en una propiedad horizontal, el artículo 48 de la Ley 675 de 2001, previno que “En los procesos ejecutivos entablados por el representante legal de la persona jurídica a que se refiere esta ley para el cobro de multas u obligaciones pecuniarias derivadas de expensas ordinarias y extraordinarias, con sus correspondientes intereses, solo podrán exigirse por el Juez competente como anexos a la respectiva demanda el poder debidamente otorgado, el certificado sobre existencia y representación de la persona jurídica demandante y demandada en caso de que el deudor ostente esta calidad, el título ejecutivo contentivo de la obligación que será solamente el certificado expedido por el administrador sin ningún requisito ni procedimiento adicional y copia del certificado de intereses expedido por la Superintendencia Bancaria o por el organismo que haga sus veces o de la parte pertinente del reglamento que autorice un interés inferior”.
  



Es decir, que el título ejecutivo pasó de ser complejo, a uno simple, si bien es suficiente la certificación que expida el administrador, a quien se designa por la comunidad para que se ocupe, entre otras cosas, de las situaciones económicas que afecten a la propiedad. 

  



Pero, que así sea, no significa que ese título se torne incontrovertible. El verdadero propósito de la norma es facilitar el acceso a la administración de justicia, pues es innecesario en la actualidad aportar copias de escrituras públicas, del reglamento de la copropiedad, o de las actas de asambleas. Mas, una vez presentada la demanda, es apenas obvio que el ejecutado cuente con todas las herramientas procesales y probatorias para debatir el contenido de esa certificación, de lo contrario, se caería en una especie de tarifa legal, en buena medida erradicada del procedimiento nacional. 
  



Precisamente, dicho artículo 48 fue sometido al tamiz de la Corte Constitucional, que en la sentencia C-929 de 2007 se declaró inhibida por deficiencias en la proposición de la demanda, pero a su paso, dejó dicho, y ello sirve como referente a este asunto, que: 
De lo anterior se infiere que (i) los títulos ejecutivos pueden tener origen legal y en el presente caso, el legislador, dentro de la libertad de configuración legislativa, ha diseñado un sistema normativo que a su juicio resulta pertinente y conveniente para desarrollar las relaciones de las personas que adquieren la condición de propietarios, tal como lo señaló esta Corporación en la sentencia C- 127 de  2004; (ii) Es evidente que la norma acusada busca facilitar la expedición del documento que preste mérito ejecutivo, el cual deberá, en todo caso, contener una obligación  realmente existente.
El correcto entendimiento de la norma, entonces, lleva a concluir que lo que se pretendió fue permitir que sólo el certificado expedido por el administrador constituyese título ejecutivo, lo que no implica que esa certificación pueda versar sobre hechos ajenos a la realidad, sino que responde al deseo del legislador de simplificar el procedimiento para efectuar el cobro ejecutivo de las multas y obligaciones derivadas de expensas ordinarias y extraordinarias, tal y como consta en los antecedentes legislativos de la norma acusada.
Los apartes acusados no conceden licencia al administrador para que certifique situaciones contrarias a la realidad, como lo entiende el accionante, sino que busca facilitar la expedición de un documento que debe corresponder con la verdad de los hechos. Así las cosas, el legislador acudió al principio de racionalidad, en aras de simplificar el cobro ejecutivo de las deudas por expensas comunes, sin que por esa razón se afecte el derecho a la defensa de los deudores, quienes cuentan con el escenario del proceso ejecutivo para controvertir la validez del mismo y, por tanto, el verdadero monto de lo debido.
En efecto, del texto demandado se deduce claramente, que quien juzga la procedencia del cobro de las expensas no es el administrador del conjunto, sino el juez de la causa, quien deberá estimar la validez y veracidad de los documentos que se alleguen al proceso y ordenar las pruebas que considere conducentes para el esclarecimiento del asunto planteado, trámite durante el cual el deudor tiene la posibilidad de controvertir los hechos y elementos probatorios que se alleguen en su contra.
Así las cosas, no es acertada la lectura que el accionante hace de la disposición acusada, pues de su  texto no se infiere ningún obstáculo para que el fallador examine las actas de la asamblea y califique su valor probatorio, a pesar de que éstas no hagan parte del título ejecutivo. Tampoco se desprende del contenido de la norma que la modalidad de título ejecutivo único comporte por sí mismo violación al debido proceso o a otro mandato constitucional. La sola consideración del actor, en el sentido de que dicho título debe estar integrado por otros documentos, como el acta de asamblea, no es argumento válido para desvirtuar la presunción de constitucionalidad que ampara la medida, pues se trata de una simple apreciación personal sobre lo que puede ser su aplicación, aspecto que no le corresponde evaluar al juez constitucional.
2.5. El Centro Comercial y Cultural de Pereira -Fiducentro P.H.-, arrimó la certificación expedida por su administrador, respecto de la deuda que desde el mes de febrero de 2010 y hasta el mes de septiembre de 2011 registraba Gloria Andrea Patiño Salazar, como propietaria de los locales A-308, A-309, B-001, B-002, B-307, B-309, C-303, CD-302, CD-303, D-301, D-303, D-304, DP-01, DP-15, DP-16, E- 304, E-308, E-309, G-003, G-004, G-005, G-007, G-013, H-005, H-006, H-007, H-008, H-013, H-014, H-015, H-016, H-017, PA-301, PF-302 y PP-311. Así que cumplió con su carga. 
Sin embargo, las excepciones de la demandada vienen cimentadas, fundamentalmente, en dos cosas: la primera, que no hay claridad sobre el coeficiente de copropiedad utilizado para la cuantificación de la cuota; y la segunda, que tales expensas, y más concretamente su incremento, carecen de soporte en las actas de asamblea de copropietarios, desde el año 2000 a esta época. 

Esa insuficiencia respecto de los coeficientes, la hace derivar, a su vez, de que la propiedad horizontal se quiso acoger a los términos de la Ley 675 de 2001 mediante escritura pública 323 de 2003, la que fue declarada nula por el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, como fue acreditado (f. 528 a 548, c. 1). Allí, en realidad, la Sala no advierte inconsistencia en la demanda, pues la nulidad señalada, dio vida al reglamento original, contenido en aquellas escrituras pública 2430 de 1986 y 3117 de ese mismo año, que la aclaró y adicionó y estableció los coeficientes de copropiedad. 

La cuestión aquí radica en que, al margen de esos coeficientes, discutido el origen de las cuotas que se cobran por los años 2010 y 2011, a decir verdad, su valor carece de sustento alguno. Ya se señaló que la certificación era, en principio, suficiente para iniciar la ejecución, pero cuando el ejecutado discrepa de la suma que se le cobra y señala que no hay un soporte en las actas que diga cuándo fueron aprobadas las expensas ordinarias, cómo y cuándo se pagarían, ni cómo se incrementarían, esto es, con qué periodicidad y porcentaje, resulta indiscutible que la obligación que ahora se demanda se aparta de uno de los requisitos que señalaba el artículo 488 del C. de P. Civil, vigente al tiempo de promoción del libelo, que es la claridad, entendido en el sentido de que debe ser tal que esté libre de confusión o que sea inequívoca; no puede, por tanto, haber incertidumbre sobre lo que se ejecuta, menos aún tratándose de una suma de dinero que, como en el caso de ahora, debe entenderse que por el transcurso del tiempo (1986 a 2011) debe haberse ido incrementando periódicamente, cuestión que debe ser ajena al arbitrio del administrador de una propiedad horizontal, si bien tiene que aparecer diáfana en las actas de las asambleas de copropietarios, autorizados para ese tipo de modificaciones. 

Pero, como se puede ver en los diversos documentos aportados como prueba, ni en las actas de asamblea, del de consejo directivo, o del consejo de administración que hacen estos folios, que se obtuvieron al menos entre los años 2000 y 2010, se tocó el punto relacionado con el monto de las cuotas ordinarias, tampoco en qué forma serían incrementadas; excepcionalmente en el acta 34 de abril 3 de 2002 se acordó que no habría aumento, pero se desconoce cuál era su valor a ese momento. 

En cambio, sí es relevante que hubo ocasiones en la que el Consejo Directivo se detuvo a analizar la situación frente a la nulidad de la escritura pública 323, y en concreto, de las cuotas que se le cobraban a la ahora ejecutada; en algunas oportunidades, se resaltó la confusión existente, porque no estaba claro si se cobraban las cuotas con apoyo en la escritura 2430, o si se estaba haciendo con soporte en la 3117. Así, por ejemplo, en el acta 336 de septiembre 26 de 2011, que corresponde a la reunión extraordinaria del Consejo Directivo (f. 625, c. 5), expresamente se consignó: 

Continúa la contadora, comenta que realizo (sic) un ejercicio con uno de los locales de la señora Gloria A. Patiño, el local C-303 que en la escritura 2430 tiene un coeficiente de 0.57, cuando pasa a la escritura 3117 tiene un coeficiente de 0.62; se verificó en la contabilidad las cuotas de administración de este local desde el año 2002 hasta el 2011 de acuerdo a los incrementos aprobados por las asambleas; no se encontró ninguna variación en el año 2003, aunque se haya registrado otra escritura; es decir que posiblemente estén todos los locales con la escritura 2430, ninguno con la 3117 y se desconocen las razones que tuvieron el contador y la revisoría fiscal de esa época para dejar pasar esto por alto y continuar con la escritura 2430 sin tener en cuenta la 3117. Cuando se hace el comparativo de una escritura a otra, hay muchos locales que presentan diferencias… 
Y eso último es evidente; hay diferencias en los coeficientes entre una y otra escritura; lo que no se entiende es por qué, si la última de ellas los modificó, se podría acudir a la primera. 

Luego, en otra reunión extraordinaria del 4 de octubre de 2011, contenida en el acta 337 (f. 635, ib.), la misma contadora empieza por resaltar que al año 2001 y con anterioridad “…fue difícil verificar cuáles fueron las cuotas de administración y en base a qué fueron calculadas, ya que no se tiene información en el sistema de estos años y tampoco libros de asambleas, ni presupuestos de años anteriores”, sin embargo, dijo que se tomaron como base las cuotas que se hallaban en el sistema y manualmente se les hizo un cálculo que, con una diferencias de pesos, daba un resultado casi exacto. La revisoría fiscal manifestó allí que esa base no ofrecía certeza y posteriormente la contadora señaló que “… cuando se toman los valores de administración que la señora Gloria Andrea Patiño tiene actualmente, se hizo el ejercio (sic) con el valor ejecutado el año anterior en ingresos de cuotas de administración… con los coeficientes de la 3117 y da una diferencia mensual de … a favor de la señora Gloria Patiño”. 

Esto, para poner de presente que, como lo discute la ejecutada, nadie en la dirección de la propiedad horizontal tiene siquiera claro cuál es el coeficiente que se aplica para cobrar las expensas comunes y, por tanto, tampoco puede haber claridad en el valor de las cuotas atrasadas que a la demandante se le cobran en esta oportunidad. 
Viene, como corolario, que no se tiene certeza del monto original de las cuotas, ni de sus incrementos, ni del porcentaje sobre el cuál se están certificando las que se le reclaman a Gloria Andrea Patiño quien, valga reconocerlo, ha intentado fórmulas de arreglo que no han sido escuchadas. 

Por esa razón, contrario a lo que dedujo la funcionaria de primer grado, estima la Sala que ella cumplió con la carga de desvirtuar la presunción que se desprende de los documentos adosados como recaudo ejecutivo, pues no tienen un soporte claro del cual penda la validez del monto que se le imputa como adeudado. 

En esa medida, en vista de que el título no se amolda en realidad a las exigencias del artículo 488 del C. de P. Civil, pues la claridad que le es propia se vino a menos con el recaudo probatorio, no puede seguir adelante la ejecución. Ello implica que la sentencia será revocada para disponer lo pertinente, incluyendo el levantamiento de las medidas, lo que, a su vez, traerá consigo que la entidad demandante deba pagar las costas de ambas instancias y los perjuicios que de la vigencia de esa cautelas se lleguen a demostrar. 

  



DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA la sentencia del 28 de enero de 2014, proferida el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, en el proceso ejecutivo iniciado por el Centro Comercial y Cultural de Pereira Fiducentro P.H. frente a Gloria Andrea Patiño Salazar,
En consecuencia, la ejecución no debe seguir adelante. 
Se ordena el levantamiento de las medidas cautelares. El Juzgado, dispondrá lo pertinente. 

Se condena a la demandante al pago de las costas de ambas instancias, que se liquidarán en la forma señalada en el artículo 366 del C.G.P., pues se trata de un acto independiente del recurso, y de los perjuicios derivados del levantamiento de las medidas, que se lleguen a demostrar. 

Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
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